
DICTAMEN No. 110 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELEMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día veintisiete de octubre de mil novecientos ochenta, adoptó el acuerdo que 
copiado literalmente dice así:  
Número 436. Se da cuenta con el oficio  consulta del Tribunal Municipal 
Popular de Manicaragua, Villa Clara, que es del tenor siguiente:  
"Con frecuencia ocurre en diligencias sobre división de la comunidad de bienes, 
dentro del año de firmeza de las sentencias dictadas en materia de divorcio o 
de equiparación matrimonial, que las partes, no obstante mostrar acuerdo con 
el fondo del asunto, discrepan en cuanto a la condición de "comunes" o 
"propios" de tales bienes, a pesar de la presunción establecida en favor de las 
primeras; otras, atribuyendo a un tercero, generalmente no oído en el proceso, 
la propiedad, el dominio o la posesión de algunos; y siempre, fijando el valor 
económico de aquéllos y con relación a éste, no se muestran de acuerdo, 
matizando así un simple proceso para la solución de una relación familiar, con 
el contenido propio de otro de naturaleza litigiosa o económico.  
Esta cuestión, en sus distintas modalidades ha sido objeto de consulta y, en 
casos particulares resuelta en casación, aunque no recientemente ni en forma 
omnicomprensiva. Tales: sentencias número 16, de 4 de julio de 1975; acuerdo 
número 51 de 21 de enero de 1976; acuerdo 99 de 11 de febrero de 1976; 
acuerdo 491 de 11 de agosto de 1976 y sentencia número 3 de 30 de enero de 
1978, todos dentro de la vigencia de la derogada Ley de Procedimiento Civil y 
Administrativo, atribuyendo esta competencia a los tribunales regionales y 
provinciales, respectivamente, para resolver, sin limitación de materia o 
cuantía, tanto el fondo como las incidencias de los procesos. 
Otra cosa ocurre al entrar en vigor la Ley de procedimiento Civil, Administrativo 
y Laboral; el artículo 5to., inciso 2do., establece la competencia de los 
tribunales municipales populares en materia de relaciones familiares, por 
aplicación del Código de Familia y el artículo 223, inciso 2do., las reglas 
procesales; pero en materia de contenido económico el inciso 1ro., del citado 
artículo 5to., limita esta competencia a la suma de mil pesos.  
El acuerdo número 103, de 22 de marzo de 1978, establece una regla general 
en materia de interpretación; pero al circularse el acuerdo número 330, que 
recoge el dictamen 109, en 5 de agosto de 1980, éste introduce dudas en el 
criterio del Tribunal, sobre si lo resuelto en el mismo resulta aplicable en el 
caso de que se interese la liquidación de la comunidad de bienes dentro del 
año, por razón de cuantía y al efecto, formula la siguiente: 
CONSULTA 
Si se interesa la liquidación de la comunidad de bienes dentro del año de 
firmeza de la sentencia dictada en procesos de divorcio o de equiparación 
matrimonial, u otros procesos en que exista discrepancia entre las partes, debe 
entenderse prorrogada la competencia de los tribunales municipales populares 
para decidir sobre la condición de propios o comunes de aquéllos; sobre la 
propiedad, dominio o posesión de los mismos; y en todo caso, aunque no haya 
discrepancia, si la cuantía del valor de tales bienes excede de mil pesos.  



En todo caso, ¿cómo se resuelve la cuestión si la discrepancia surge en el 
trámite de contestación en demanda sobre relaciones familiares, y cómo, si 
surge en trámite de ejecución de la misma?" 
El Consejo, a propuesta del Presidente de la sala de lo Civil y de lo 
Administrativo, acuerda evacuar la consulta en los términos del siguiente: 
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Con arreglo al párrafo final del artículo 392 de la Ley de Procedimiento civil, 
Administrativo y laboral, las cuestiones que se susciten sobre la liquidación de 
la comunidad conyugal, disuelto el matrimonio mediante sentencia firme de 
divorcio, se ventilarán en las propias actuaciones en la forma que la ley estipula 
en cuanto a la herencia intestada, con tal de que se promuevan dentro del 
término del año posterior a la firmeza de la sentencia. Se trata, pues, de una 
regla especial de competencia, excepcional respecto a los incisos 1) de los 
artículos 5 y 6 de la citada Ley de Procedimiento, y esta excluída, por tanto, de 
las de carácter general que estos establecen al respecto de la cuantía menor o 
mayor de 1,000 pesos para determinar la competencia del respectivo tribunal 
municipal o provincial, en cuanto remite, para conocer de las respectivas 
reclamaciones, a la tramitación correspondiente al juicio sucesorio, dentro del 
de divorcio, ambos de la competencia del tribunal municipal, según los incisos 
2) y 5) del citado artículo 5 de la Ley.  
En consecuencia, en el supuesto de la consulta, referida, en esencia, a la 
determinación del tribunal competente llamado a conocer sobre la exclusión de 
un bien impropiamente señalado como de la pertenencia común del matrimonio 
disuelto debe ventilarse dentro de las actuaciones del proceso de divorcio, 
conforme la parte final del cuestionado artículo 392, con absoluta 
independencia, a tales efectos, del valor menor o mayor de los susodichos mil 
pesos. 
Si la pretensión se deduce transcurrido el indicado lapso de un año y se trata, 
desde luego, de bienes inmuebles o muebles que han permanecidos estos 
últimos bajo la posesión conjunta de ambos cónyuges, entonces habrá que 
acudir al proceso ordinario o sumario a tenor del valor de los bienes, conforme 
se resolvió en los dictámenes en los que recayeron los acuerdos número 99 de 
11 de febrero de 1976, y el número 330, dictamen número 109 de 5 de agosto 
de 1980, a que la consulta hace referencia.  
En su consecuencia, en el caso que se somete a consideración, la cuestión 
debe ventilarse por los trámites del juicio de abintestato dentro de las 
actuaciones relativas al de divorcio (artículos 559 al 563), y agotadas aquéllas, 
atemperarse el presunto perjudicado al artículo 564, promoviendo en forma su 
impugnación por los trámites de los incidentes a que el precepto remite, sea 
cual fuere la cuantía o el valor económico de los bienes objeto de partición.  
Ahora bien, fuera del caso expresado, esto es, después de transcurrido el 
referido plazo de un año, en los supuestos posibles inmuebles y en el de 
muebles que hayan continuado la posesión común de ambos excónyuges, 
como ya se tiene dicho, habrá que acudir al proceso ordinario o sumario, de 
acuerdo con su cuantía, y cobran entonces toda su eficacia jurídica los incisos 
1) del artículo 5, e igual número del artículo 6, ambos de la Ley de 
procedimiento Civil, Administrativo y Laboral, y las cuestiones que al respecto 
se ofrezcan deben resolverse a tenor de las reglas generales contenidas en el 
capítulo IV del título I, Primera Parte de la mencionada Ley de Procedimiento, 



consideraciones éstas tenidas en cuenta en el dictamen No. 109 de 5 de 
agosto de 1980, sobre el que, entre otros, versa la consulta formulada.  
Comuníquese el presente dictamen al Presidente del tribunal Municipal Popular 
de Manicaragua, circúlese entre los restantes municipales por conducto de los 
respectivos provinciales; y oportunamente dése cuenta al Pleno. 


